L.E. Francisco Javier V. Trueba Pérez
Contralor del Estado

Presente.                  

Exp. DGJ-DATSP-INCO-15/2012
INFORME CIRCUNSTANCIADO 

El suscrito Francisco Javier Bocardo Pérez, mexicano, mayor de edad, señalando como domicilio para oír y recibir notificaciones en el inmueble marcado con el número 300 de la colonia Benito Juárez de Guadalajara, Jalisco, C.P. 44770, comparezco en mi carácter de Director General del Organismo Operador del Parque de la Solidaridad, mismo que acredito con copia certificada de mi nombramiento expedido por el C. Gobernador Constitucional del Estado Lic. Emilio González Márquez el día 1° de marzo de 2007, y en uso de las atribuciones que me confieren las fracciones X y XI del artículo 13 del Reglamento Interior del Organismo Operador del Parque de la Solidaridad, en relación al contenido del oficio 3172-DGJ-DATSP/2012 girado en atención al recurso de inconformidad número DGJ-DATSP-INCO-15/2012, ventilado ante esta Contraloría del Estado, estando en tiempo y forma comparezco a rendir el siguiente
INFORME CIRCUNSTANCIADO:

1. Como preámbulo, con fundamento en la facción II del tercer párrafo del artículo 57de la Ley de Adquisiciones y Enajenaciones del Estado de Jalisco, se le solicita a la Contraloría del Estado que levante la suspensión decretada dentro del proceso de compra impugnado, toda vez que de continuar dicha medida cautelar se ocasiona un perjuicio al interés público, pudiendo resumir éste en el hecho, acto o situación que reporta a la sociedad una ventaja o provecho, o la satisfacción de una necesidad colectiva. En este sentido, y para tener un panorama más claro del interés social para efectos de la suspensión, resulta necesario citar el siguiente criterio jurisprudencial emitido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación:
Novena Época

Registro: 911469

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Jurisprudencia

Fuente: Apéndice 2000

 Tomo III, Administrativa, Jurisprudencia TCC

Materia(s): Suspensión (ADM)

Tesis: 536                 

Página:   637

Genealogía:

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo V, enero de 1997, página 383, Tribunales Colegiados de Circuito, tesis I.3o.A. J/16;

SUSPENSIÓN, NOCIONES DE ORDEN PÚBLICO Y DE INTERÉS SOCIAL PARA LOS EFECTOS DE LA.-

De acuerdo con la fracción II del artículo 124 de la Ley de Amparo, que desarrolla los principios establecidos en el artículo 107, fracción X, de la Constitución Federal, la suspensión definitiva solicitada por la parte quejosa en un juicio de garantías sólo puede concederse cuando al hacerlo no se contravengan disposiciones de orden público ni se cause perjuicio al interés social. El orden público y el interés social, como bien se sabe, no constituyen nociones que puedan configurarse a partir de la declaración formal contenida en la ley en que se apoya el acto reclamado. Por el contrario, ha sido criterio constante de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que corresponde al Juez examinar la presencia de tales factores en cada caso concreto. El orden público y el interés social se perfilan como conceptos jurídicos indeterminados, de imposible definición, cuyo contenido sólo puede ser delineado por las circunstancias de modo, tiempo y lugar prevalecientes en el momento en que se realice la valoración. En todo caso, para darles significado, el juzgador debe tener presentes las condiciones esenciales para el desarrollo armónico de una comunidad, es decir, las reglas mínimas de convivencia social, a modo de evitar que con la suspensión se causen perjuicios mayores que los que se pretende evitar con esta institución, en el entendido de que la decisión a tomar en cada caso concreto no puede descansar en meras apreciaciones subjetivas del juzgador, sino en elementos objetivos que traduzcan las preocupaciones fundamentales de una sociedad.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Novena Época:

Amparo en revisión 1033/89.-Minerales Submarinos Mexicanos, S.A. (Recurrente: Secretario de Programación y Presupuesto y otras).-8 de agosto de 1989.-Unanimidad de votos.-Ponente: Genaro David Góngora Pimentel.-Secretaria: Adriana Leticia Campuzano Gallegos.

Queja 283/95.-Delegado del Departamento del Distrito Federal en Benito Juárez y otras.-16 de octubre de 1995.-Unanimidad de votos.-Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos.-Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Queja 393/95.-Berel, S.A.-8 de diciembre de 1995.-Unanimidad de votos.-Ponente: Lourdes Margarita García Galicia, en funciones de Magistrada por ministerio de ley.
Del criterio jurisprudencial transcrito podemos concluir que la protección del interés social se traduce en la salvaguarda de las reglas mínimas de convivencia social, que es precisamente el fin para el cual se llevó a cabo el proceso de compra impugnado, mismo que consiste en la compra de los dos módulos de juegos infantiles, ya que con su adquisición se pretende que las familias que visitan el Parque de la Solidaridad cuenten con el mayor número de elementos para que puedan tener el máximo esparcimiento posible, y más particularmente los niños, ya que son los individuos más vulnerables de nuestra sociedad, y de continuarse con la suspensión otorgada se atrasan los tiempos programados para la entrega de los mencionados juegos y consecuentemente se atenta contra el interés social al bloquear y retrasar el esparcimiento de las familias y los niños que asisten diariamente al Parque de la Solidaridad, ya que los juegos de mérito deberán quedar debidamente entregados el día 08 de noviembre del presente e instalados en un periodo de 1 a 4 semanas después de su recepción, dependiendo del proyecto, tal y como se desprende del contrato que se tiene celebrado con la empresa Parc, S.A. de C.V.

En este contexto, resulta necesario señalar que con la celebración del contrato citado en el párrafo que antecede, se ha concluido y consumado el proceso de compra impugnado, y del contenido del mismo se desprende que existen derechos y obligaciones a cargo del Organismo Operador del Parque de la Solidaridad que deben cumplirse en tiempo y forma, situación que se vería afectada de continuar con la medida cautelar autorizada, además de que a la citada empresa Parc, S.A. de C.V., previa entrega de las correspondientes fianzas, se le efectuó el pago de un anticipo que asciende a la cantidad de $843,833.86, misma que equivale al 50% del precio total de los juegos objeto del mismo, lo que equivale a una erogación cuya amortización se verá atrasada con dicha medida cautelar, ya que el proveedor de mérito no podrá continuar con el trámite de la entrega de los bienes mencionados al verse entorpecida la ejecución de dicho instrumento contractual con la suspensión decretada.

2. Ahora bien, el día 6 de Marzo del año en curso, se giró el oficio DG/036/12 al Director General de Abastecimientos de la Secretaría de Administración con la finalidad de que se nos brindara apoyo para llevar a cabo el proceso de adquisición de los 2 módulos de juegos infantiles objeto del proceso de compra impugnado, y derivado de lo anterior 5 personas -entre ellas la inconforme- comparecieron a presentar sus propuestas en sobre cerrado, por lo que una vez que dichos sobres fueron abiertos ante la presencia del representante de la Contraloría del Estado y consecuentemente se conoció el contenido de cada propuesta, la Secretaría de Administración remitió las constancias originales del expediente respectivo a este Organismo para dar continuidad a dicho proceso de compra. Por lo que una vez que fueron recibidas dichas constancias, se procedió a evaluar económica y técnicamente las propuestas presentadas, y una vez hecho lo anterior, el Comité de Adquisiciones de este Organismo emitió la correspondiente resolución. 
Con posterioridad a ello, el pasado siete de septiembre a las 14:30 hrs, el suscrito sostuve comunicación telefónica con el C. Alejandro Mendoza Villaseñor, quien es representante de legal de la empresa inconforme, y en dicha conversación le expuse los motivos y fundamentos por los cuales el Comité de Adquisiciones y Enajenaciones del Organismo había optado por adjudicar a la empresa que presentó la propuesta solvente que cumple técnicamente con los requerimientos planteados y que económicamente es la más baja, a lo que el C. Alejandro Mendoza Villaseñor me propuso que nos entrevistáramos ese mismo día a las veinte horas en el restaurant denominado “El Depósito” con la finalidad de conversar sobre el tema, por lo que una vez que me encontré con el C. Alejandro Mendoza Villaseñor, le reiteré verbalmente la determinación a la que había llegado el citado Comité de Adquisiciones y Enajenaciones, y le expuse los motivos y fundamentos que se tomaron en consideración para llegar a tal determinación.
Es el caso que el lunes siguiente, es decir el día diez de Septiembre del año en curso, el C. Alejandro Mendoza Villaseñor se constituyó en mi oficina que se encuentra en el domicilio señalado para oír y recibir notificaciones, y una vez que se entrevistó conmigo, tomé en cuenta dicha circunstancia para notificarle de forma personal la resolución en cuestión, por lo que le entregué en su mano el original del documento citado con la finalidad de que le diera lectura en voz alta, por lo que una vez que el C. Alejandro Mendoza Villaseñor leyó en voz alta el contenido de la resolución de mérito, me manifestó que no iba a recibir la copia correspondiente debido a que de nada servía, ya que su empresa había sido descalificada.

Posteriormente, y evidenciando expresamente el pleno conocimiento del contenido de la resolución impugnada, el Lic. Alejandro Mendoza Villaseñor mediante carta dirigida al C.P. Carlos Barrón Zepeda, Director General de Abastecimientos de la Secretaría de Administración misma que fue recibida el pasado diecinueve de Septiembre, manifestó textualmente que “… fue hecho de nuestro conocimiento por el titular de dicho Parque de que la adjudicación fue ganada por una empresa que consideramos no cumple con las especificaciones que fueron requeridas en las bases de la convocatoria…” y además, ese mismo día la Lic. Cynthia Adame Quiroz, esposa del C. Alejandro Mendoza Villaseñor solicitó ante la Unidad de Transparencia de dicha Secretaría de Administración diversa documentación relacionada con el proceso de adquisición que nos ocupa, a lo que dicha Unidad de Transparencia tuvo a bien resolver que la información estaba en poder del Organismo Operador del Parque de la Solidaridad.
Como ha quedado demostrado, desde el día diez de Septiembre del año en curso la inconforme ha tenido conocimiento del contenido de la resolución dictada dentro del proceso de compra que nos ocupa, y no fue sino hasta el día diez de Octubre del presente año que compareció ante este órgano estatal de control a efectuar los señalamientos que considera pertinentes, es decir veintiún días hábiles después de haberse enterado de la misma, situación que transgrede en su perjuicio la última parte del artículo 56 de la Ley de Adquisiciones y Enajenaciones del Estado de Jalisco, ya que transcurrieron en exceso los diez días contemplados en dicho precepto legal para la interposición del recurso de inconformidad, numeral que para mayor ilustración se transcribe a continuación: “Art. 56. Las personas interesadas podrán inconformarse por escrito ante la Contraloría, por los actos que contravengan las disposiciones que rigen la materia objeto de esta ley, dentro de los diez días hábiles siguientes a aquel en que éste ocurra o el inconforme tenga conocimiento del acto impugnado”. No obstante lo anterior, en caso que la manifestación vertida en el sentido de que el día diez de Septiembre el C. Alejandro Mendoza Villaseñor tuvo pleno conocimiento del contenido de la resolución impugnada no sea suficiente para comenzar el cómputo del término señalado en el artículo transcrito, dicha situación queda expresamente evidenciada mediante la carta que cuenta sello de recepción de fecha diecinueve de Septiembre del año en curso, ya que en ésta, como ya se vio, la inconforme expresamente señala tener conocimiento que una empresa diversa había resultado ganadora, y desde esa fecha -19 de Septiembre- al día en que la inconforme interpone el recurso que ahora se contesta –10 de Octubre-, han transcurrido quince días hábiles, por lo que dicho recurso fue presentado de forma extemporánea, dando así lugar a que el mismo sea declarado improcedente de acuerdo al artículo 59 fracción II de la Ley de la materia.
Con la finalidad de ilustrar lo anterior, se transcribe la siguiente tesis aislada emitida por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, de la cual se desprende que el momento que se puede tomar en cuenta para el cómputo del término para interponer la demanda de garantías, en su caso, es cuando el quejoso tiene conocimiento del acto reclamado:
Novena Época

Registro: 177026

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Tesis Aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : XXII, Octubre de 2005

Materia(s): Común

Tesis: IV.2o.A.29 K

Página:  2336

DEMANDA DE AMPARO. EL CÓMPUTO DEL TÉRMINO PARA SU PRESENTACIÓN SE INICIA A PARTIR DE QUE EL QUEJOSO TUVO CONOCIMIENTO DEL ACTO, AUN CUANDO ÉSTE SEA DE TRACTO SUCESIVO.

El artículo 21 de la Ley de Amparo establece como regla general para la interposición de la demanda de garantías el plazo de quince días; sin embargo, existen algunas excepciones, previstas en los numerales 22, 217 y 218 del mismo ordenamiento, para casos especiales, como son, asuntos en materia penal, agraria, de inconstitucionalidad de leyes autoaplicativas y cuando se reclama el ilegal emplazamiento, y el quejoso no tiene su residencia en el lugar en el que se verifica el juicio. Asimismo, el propio artículo 21, señala a partir de qué momento debe iniciarse el cómputo correspondiente a los quince días, a saber: a) desde el día siguiente al en que haya surtido efectos, conforme a la ley del acto, la notificación al quejoso de la resolución o acuerdo que reclame; b) desde el día siguiente al en que haya tenido conocimiento de la resolución o acuerdo que reclame o de su ejecución; y, c) desde el día siguiente al en que se hubiese ostentado sabedor de los mismos. Por otro lado, del capítulo III, título segundo, de la invocada ley, se advierte que es importante precisar la naturaleza del acto reclamado para poder decidir si existe algún efecto susceptible de suspenderse. Así tratándose del acto reclamado consistente, por ejemplo, en la suspensión de actividades relacionadas con la construcción, debe considerarse que se trata de un acto de tracto sucesivo, toda vez que la autoridad debe actuar constantemente, ejerciendo presión fáctica sobre la empresa quejosa, a efecto de impedir que ésta continúe con las actividades relacionadas con la construcción. Sin embargo, la circunstancia de que ese acto reclamado sea de tracto sucesivo, no implica que la quejosa pueda promover la demanda de amparo en cualquier tiempo, mientras que permanezca la suspensión de actividades reclamada, puesto que si bien es cierto que conforme al artículo 141 de la Ley de Amparo es factible obtener la suspensión en cualquier tiempo mientras no se dicte sentencia ejecutoria, también lo es que para efectos de la presentación de la demanda de amparo, el cómputo debe hacerse a partir de los momentos que señala el artículo 21 de la Ley de Amparo, puesto que es desde que el quejoso tiene conocimiento de los actos reclamados, cuando está en posibilidad de impugnarlos, y si no lo hace, deben considerarse consentidos tácitamente, puesto que así lo dispone el artículo 73 fracción XII, de la referida ley.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO.

Amparo en revisión (improcedencia) 191/2005. Comisión Federal de Electricidad. 13 de mayo de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. Secretaria: Rebeca del Carmen Gómez Garza.

Véase: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, abril de 2005, página 1394, tesis I.13o.A.36 K, de rubro: "DEMANDA DE AMPARO. EL TÉRMINO PARA SU PRESENTACIÓN, NO DEPENDE DE LOS EFECTOS DEL ACTO
3. Por otra parte, de la lectura del escrito de inconformidad que nos ocupa se desprende solamente la manifestación de una serie de supuestos hechos, como por ejemplo que la empresa adjudicada supuestamente incumple con determinado requisito solicitado mientras que la inconforme supuestamente cumple con ello, sin que en algún momento se señale o manifieste el menoscabo, lesión, afectación o agravio que los actos impugnados ocasionan a la esfera jurídica de la inconforme, situación que no es suficiente para atender la petición de nulidad que ésta formula debido a que la expresión de por lo menos los motivos por los cuales se considera que se afecta su esfera jurídica es indispensable para que una vez que sea calificada la afectación de la que el inconforme o quejoso se duele, de ser procedente pueda entrarse al estudio de su pretensión, caso contrario se está ante la imposibilidad jurídica de determinar lo conducente sobre la afectación a la esfera jurídica del quejoso, y consecuentemente sobre la legalidad o ilegalidad del acto impugnado, lo que da a que se declare improcedente el recurso planteado de acuerdo al artículo 59 fracción II de la Ley de la Materia. En atención a ello, los Tribunales Colegiados de Circuito se han pronunciado en el sentido de que no es suficiente que se viertan hechos o actos en una demanda para atender a las peticiones en ella contenidas, sino que es necesario además que el quejoso mencione el menoscabo que ha sufrido su esfera jurídica.
Séptima Época

Registro: 248552

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Tesis Aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Volumen : 193-198 Sexta Parte

Materia(s): Común

Tesis: 

Página:    19

Genealogía:

Informe 1985, Tercera Parte, Tribunales Colegiados de Circuito, tesis 3, página 340.

AGRAVIOS, FALTA DE EXPRESIÓN DE.

Si el recurrente se limita en su escrito de revisión a afirmar de manera general que la sentencia impugnada es errónea y equivocada, o a sostener en contra de dicha resolución argumentos que no guardan relación con lo considerado en ella, la misma debe prevalecer por haberse dejado de expresar en su contra algún agravio.
TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO CUARTO CIRCUITO.

Amparo en revisión 277/84. Amira Martínez Benítez viuda de Bustillos. 30 de enero de 1985. Unanimidad de votos. Ponente: Martín Borrego Martínez. Secretario: Mario Ojeda Erosa.

Novena Época

Registro: 197735

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Tesis Aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : VI, Septiembre de 1997

Materia(s): Común

Tesis: IV.1o.3 K

Página:   644

AGRAVIOS, FALTA DE EXPRESIÓN DE. RECURSO DE REVISIÓN IMPROCEDENTE.

En virtud de que el artículo 91 de la Ley de Amparo concede a los Tribunales Colegiados de Circuito competencia para conocer de juicios de amparo en revisión y, por ende, confirmar o revocar las resoluciones impugnadas a través de ese recurso, se hace patente el imperativo de pronunciarse en alguno de esos términos; empero, si se interpone revisión y el escrito relativo carece de agravios, no obstante que la presidencia la haya admitido, por no causar estado ese acuerdo, ya que es susceptible de ser revocado, la calificación sobre la procedencia del recurso, admitiéndolo o desechándolo, se extiende al Pleno del Tribunal una vez turnado a ponencia; por tanto, si así se interpuso el recurso, debe declararse improcedente, toda vez que la expresión de agravios constituye un requisito sine qua non de forma para estudiar la litis a revisión, ya que de estimarse procedente el recurso, ante la falta de expresión de agravios, existiría imposibilidad jurídica de pronunciarse sobre la legalidad o ilegalidad de la sentencia sujeta a controversia.
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO.

Amparo en revisión 397/95. Claudia Angelina Cervantes Navarro. 6 de febrero de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Meza Pérez. Secretaria: María Inocencia González Díaz.

Nota: Esta tesis fue publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo III-Mayo, página 588; se publica nuevamente a petición del Tribunal Colegiado, con las modificaciones que el mismo indicó sobre la tesis originalmente enviada.

En esta tesitura, en caso que de las manifestaciones vertidas en los motivos de impugnación tercero y cuarto pudiera pensarse que la inconforme esgrime un agravio al mencionar que se le deja en estado de indefensión, dicho señalamiento no es suficiente para que se le tome en consideración y debe desestimarse, ya que nuestro máximo tribunal ha dejado claro que en las materias donde no cabe la suplencia en la deficiencia de la queja, como lo es la que nos ocupa, no basta con que el inconforme exprese de forma genérica y abstracta sus agravios, sino que además es necesario que explique el por qué el acto combatido le causa el menoscabo del que se duele, tal y como se desprende del criterio jurisprudencial que a continuación se transcribe:

Novena Época

Registro: 176045

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo : XXIII, Febrero de 2006

Materia(s): Común

Tesis: I.11o.C. J/5

Página:  1600

AGRAVIOS INOPERANTES EN LA REVISIÓN. LO SON LAS SIMPLES EXPRESIONES GENÉRICAS Y ABSTRACTAS CUANDO NO PROCEDE LA SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE.

Si no se está en el caso de suplir la deficiencia de los agravios en términos del artículo 76 Bis, fracción VI, de la Ley de Amparo, no basta que el recurrente exprese sus agravios en forma genérica y abstracta, es decir, que se concrete a hacer simples aseveraciones para que el Tribunal Colegiado emprenda el examen de la legalidad de la resolución recurrida del Juez de Distrito a la luz de tales manifestaciones, sino que se requiere que el inconforme en tales argumentos exponga de manera razonada los motivos concretos en los cuales sustenta sus propias alegaciones, esto es, en los que explique el porqué de sus aseveraciones, pues de lo contrario los agravios resultarán inoperantes.
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 171/2003. Nicanora Chávez Sandoval, su sucesión. 15 de mayo de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: María del Carmen Sánchez Hidalgo. Secretario: Fidel Quiñones Rodríguez.

Incidente de suspensión (revisión) 513/2004. The Capita Corporation de México, S.A. de C.V. 14 de enero de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: María del Carmen Sánchez Hidalgo viuda de Magaña Cárdenas. Secretario: Lucio Leyva Nava.

Amparo en revisión 64/2005. Enrique Vitte Parra. 25 de febrero de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: María del Carmen Sánchez Hidalgo viuda de Magaña Cárdenas. Secretario: Lucio Leyva Nava.

Amparo en revisión 149/2005. Rocío Rivera Enríquez. 6 de junio de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Indalfer Infante Gonzales. Secretario: Eduardo Jacobo Nieto García.

Amparo en revisión 389/2005. Ineq, S.A. de C.V. 17 de enero de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Indalfer Infante Gonzales. Secretario: Roberto Javier Ortega Pineda.
4. En virtud de que ha quedado plenamente demostrada la extemporaneidad del recurso planteado, así como la imposibilidad procesal para entrar al estudio del mismo, respecto a los supuestos hechos en él vertidos, insistiendo en que por los motivos ya señalados el recurso que nos ocupa debe declararse improcedente de acuerdo la fracción II del artículo 59 de la Ley de Adquisiciones y Enajenaciones del Gobierno del Estado de Jalisco, me permito señalar que las juntas del Comité de Adquisiciones y Enajenaciones del Organismo Operador del Parque de la Solidaridad son y siempre han sido públicas, por lo que cualquier interesado puede acudir a éstas en calidad de observador, sin que para ello deba mediar invitación alguna, ya que si así ocurriera, pudiera pensarse que se da preferencia a que determinadas empresas asistan a dicho acto, motivo por el que se opta por hacer las sesiones públicas, por lo que el citado Comité no está obligado a invitar a sus sesiones a participante alguno. Por otra parte, tomando en cuenta que el proceso de compra impugnado se llevó a cabo mediante la modalidad de Invitación contemplada en el artículo 12 de la Ley de Adquisiciones invocada, y en la fracción III del artículo 19 de su Reglamento, las aclaraciones que los participantes solicitan sean efectuadas, generalmente se hacen por correo electrónico o vía telefónica, sin que en el proceso de adquisición que nos ocupa se haya recibido solicitud de aclaración alguna, caso contrario obraría constancia de ello en el expediente respectivo. De igual manera, la notificación de la respectiva resolución, además de que como ya se vio, intentó hacerse de forma personal a la inconforme, se hizo mediante la publicación del acta correspondiente en los estrados del Parque de la Solidaridad, cuyo domicilio es el señalado para oír y recibir notificaciones, tal y como consta del acta levantada el día 07 de Septiembre del año en curso y de la diversa de fecha 11 de Septiembre del mismo año, donde se hace constar que el documento de mérito fue publicado y retirado respectivamente de los estrados del referido Parque. 
5. Así pues, hemos visto que además de improcedente, el recurso interpuesto resulta por demás ocioso, ya que sólo se limita a narrar una serie de hechos que supuestamente tuvieron lugar, sin que en ninguna parte se exponga el por qué esos hechos le ocasionan un menoscabo en su esfera jurídica y en qué consiste dicho menoscabo, además de que el mismo fue presentado de forma extemporánea, por lo que debe declararse su improcedencia.
6. En aras de ilustrar lo anterior, se ofrecen los siguientes medios de convicción:

a) Copia certificada de la carta dirigida al C.P. Carlos Barrón Zepeda, Director General de Abastecimientos de la Secretaría de Administración, misma que contiene la confesión expresa de la inconforme en el sentido de que por lo menos desde el día de su presentación –diecinueve de Septiembre del año en curso- tenía conocimiento del acto impugnado.

b) El propio escrito de inconformidad de interpuesto por el Lic. Alejandro Mendoza Villaseñor en su carácter de representante legal de la empresa Comercializadora y Servicios Play All, S. de R.L. de C.V., del que se desprende que no contiene agravio alguno y que los que pudieran estimarse como tales, son inoperantes.
c) Copia certificada de las actas de fechas 04 y 07 de Septiembre del año en curso, de las cuales se desprende la fecha en que la resolución dictada por el Comité de Adquisiciones y Enajenaciones del Organismo Operador del Parque de la Solidaridad respecto del proceso de compra que nos ocupa, fue publicada y retirada del tablero de avisos del Parque de la Solidaridad.
d) Copia certificada de la solicitud de transparencia de fecha diecinueve de Septiembre del año en curso, de la que se deprende que la C. Cinthya Adame Quiróz solicitó información respecto del proceso de adquisición que nos ocupa, así como copia certificada de la resolución que recayó respecto de dicha solicitud y de su constancia de recepción.

e) Copia certificada del contrato celebrado con la empresa Parc, S.A. de C.V., así como copias certificadas de las fianzas entregadas al Organismo Operador del Parque de la Solidaridad.

Adicionalmente y en atención al oficio número 3172-DGJ-DATSP/2012, remito copia certificada de la totalidad de las constancias que conforman el expediente de compra que nos ocupa, así como copia certificada de mi nombramiento con la finalidad de acreditar el carácter con que me ostento
Por lo anteriormente expuesto y fundado, atentamente le
PIDO:

PRIMERO.- Me sea reconocido el carácter con el que comparezco.

SEGUNDO.- Se levante la medida cautelar otorgada con la finalidad de no contravenir el interés social.
TERCERO.- Se me tengan por admitidas las pruebas que ofrezco y se desahoguen en el momento procesal oportuno.

CUARTO.- Se declare la improcedencia del recurso de inconformidad interpuesto por conducto del representante legal de la empresa Comercializadora y Servicios Play All, S. de R.L. de C.V., por encuadrarse en la hipótesis prevista en el artículo 59 fracción II de la Ley de Adquisiciones y Enajenaciones del Estado de Jalisco.

Atentamente

Guadalajara, Jalisco a 01 de Noviembre del año 2012
Francisco Javier Bocardo Pérez,
Director General del 

Organismo Operador del Parque de la Solidaridad
